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los objetivos establecidos en su programa individualizado, no se consideró 
conveniente la finalización anticipada de la medida de Internamiento en 
régimen abierto.

Del estudio de la información aportada por la Dirección General destacamos 
que se había dado respuesta concreta a cada elemento de la queja presentada 
por el interno, enmarcándose dicho relato en el compendio de actuaciones 
regladas que se ejecutan habitualmente en los centros de internamiento. Y 
en relación con el caso se clarificaron los motivos de decisiones adoptadas 
por los profesionales del CIMI y, finalmente, también pudimos conocer otras 
circunstancias relacionadas con los beneficios de permisos de salida.

En lo atinente al informe que propone la continuidad del régimen de 
internamiento abierto, no podemos considerar que este careciera de 
motivación o que se hubiera elaborado al margen del procedimiento 
establecido, si bien deberá ser la autoridad judicial la que resuelva la decisión 
final respecto de la vigencia de la medida cuestionada en la queja.

En una valoración global, y en base a la información recibida, apreciamos 
que las actuaciones señaladas en el relato de la queja se encontraban 
debidamente explicadas, por lo que acordamos concluir nuestras actuaciones.

3.1.2.10 Derecho al juego y a disfrutar momentos de ocio

Abordamos a continuación las quejas relativas al derecho de las personas 
menores al ocio, al juego, a relacionarse con otras personas de su misma 
edad y realizar actividades consecuentes a su etapa evolutiva protegidos de 
los riesgos inherentes a nuestra actual forma de vida.

3.1.2.10.1 Parques infantiles

Tal como se señala en la exposición de motivos del Decreto 127/2001, de 5 
de junio, sobre medidas de seguridad en los parques infantiles, para que el 
juego cumpla su auténtica función es necesario que se desarrolle en unas 
condiciones adecuadas de seguridad y salubridad que tratándose de zonas 
e instalaciones recreativas de uso público deben ser garantizadas por las 
Administraciones Públicas.

En tal sentido en la queja 21/1325, se denunciaba el mal estado de un 
parque infantil privado, ubicado en una comunidad de propietarios. Precisaba 
la persona denunciante que el Ayuntamiento de Málaga le comunicó que la 

https://defensordelmenordeandalucia.es/solicitamos-informacion-sobre-un-parque-infantil-de-acceso-publico-en-mal-estado-y-sin-controles
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parcela que ocupaba dicha instalación lúdica no era de titularidad municipal 
y que por tanto su limpieza y mantenimiento correspondía a la citada 
comunidad de propietarios, sin que el ente local tuviera ninguna competencia 
al respecto.

Tras interesarnos por el caso, el Ayuntamiento 
nos informó que el citado parque infantil se 
encontraba cerrado para su uso por el público en 
general, toda vez que la apertura y cierre del área 
destinada a juegos infantiles estaba controlada 
por la comunidad de propietarios colindante, 
restringiendo su acceso en exclusiva para los 
propietarios.

El mantenimiento de las zonas verdes y 
equipamientos donde estaba ubicado el citado 
parque infantil correspondía desde 1999 a una 
entidad urbanística colaboradora. Y en lo que 

respecta a la adecuación del parque infantil a lo establecido en el antes citado 
Decreto 127/2001, sobre medidas de seguridad en los parques infantiles, 
el Ayuntamiento señalaba que la Junta de Distrito Málaga-Este estaba 
intentando consensuar con los responsables de la comunidad actuaciones 
para la adecuación del parque infantil para su uso público, eliminando 
para ello el cerramiento existente e incluyendo la instalación lúdica en el 
inventario municipal de parques infantiles y aparatos biosaludables para su 
limpieza diaria, inspección ocular, funcional y certificación anual.

En congruencia con esta información dimos por concluida nuestra 
intervención al considerar que el asunto planteado en la queja se encontraba 
en vías de solución. No obstante, teniendo en consideración que conforme 
a lo establecido en el artículo 2 del citado Decreto 127/2001 su regulación 
afecta también a los parques infantiles de titularidad privada y uso 
colectivo, pedimos al Ayuntamiento que una vez concluyeran las actuaciones 
anunciadas nos fuese remitido un informe detallando el acuerdo al que se 
hubiera podido llegar con la comunidad de propietarios y la solución que 
definitivamente se hubiera podido alcanzar para encontrar en relación al 
deficiente estado de conservación del parque infantil y su adecuación a la 
citada normativa.

Para que el 
juego cumpla su 
auténtica función 
es necesario que 
se desarrolle en 
unas condiciones 
adecuadas de 
seguridad y 
salubridad
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En relación con un parque infantil ubicado en la localidad de San Fernando 
tramitamos la queja 21/3236, en la que se denunciaban deficiencias que 
podrían conllevar riesgo para los menores usuarios de dicha instalación 
lúdica. Se denunciaba la existencia de suelos levantados, la no existencia de 
elementos de amortiguación de caídas, trozos de madera sobresalientes, 
falta de limpieza, etc.

El Ayuntamiento de San Fernando nos informó de las actuaciones que se 
realizaron para solventar provisionalmente tales deficiencias, anunciándonos 
también el plan de mejoras que se iba a acometer que incluía la renovación 
de la totalidad del suelo del recinto lúdico.

De tenor similar fue la queja 21/6694 que tramitamos en relación con un 
parque infantil ubicado en la localidad de Puerto Real. En este caso el informe 
que recibimos del Ayuntamiento señalaba que el parque infantil cumplía con 
todas las medidas de seguridad, sin que existiera riesgo para los menores.

El citado parque infantil estaba dotado de un juego combinado, un columpio 
de asiento bebé, un columpio de dos asientos planos y un tobogán, los cuales 
fueron analizados por personal técnico municipal que concluyó que tales 
elementos se encontraban en buen estado de conservación, sin que hubiesen 
sido alterados sus elementos originales por lo que su uso se correspondía 
con la concepción original del diseño.

Especificaba el informe que tras analizar la normativa UNE de aplicación, el 
acceso al elemento “juego combinado” necesitaba que el niño o niña trepase, 
debiendo mantenerse erguido agarrándose con ambas manos. Estaba 
construido con material metálico -material permitido en la fabricación de 
los equipamientos de las áreas infantiles- y era resistente a las condiciones 
atmosféricas evitando óxidos y escamas, con pintura apta para ello y no 
tóxica. Dicho elemento estaba definido en la norma UNE como no fácilmente 
accesible, ya que requiere para su acceso de cierto grado de dificultad.

Por último, y en relación con la posibilidad de introducir nuevos elementos 
en la configuración, el Ayuntamiento manifestaba que la instalación 
se mantenía en sus condiciones originales, siendo así que conforme a la 
citada normativa no resultaban admisibles posteriores modificaciones que 
alterasen sus condiciones de uso y seguridad.

Como ha venido ocurriendo en distintas facetas de la vida cotidiana las 
medidas de prevención frente a la propagación de la pandemia por 

https://defensordelmenordeandalucia.es/el-ayuntamiento-de-san-fernando-acomete-obras-de-mantenimiento-en-un-parque-infantil-deteriorado
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COVID-19 han afectado también al derecho de los niños al juego, 
existiendo limitaciones al disfrute de los parques infantiles. Así las 
quejas 21/1531, 21/1621, 21/3147 coincidían en su disconformidad con la 
restricción de acceso de menores a parques infantiles, por considerar que 
dicha medida conculcaba su derecho al juego, tal como se establece en 
diversa normativa de ámbito autonómico, nacional e internacional.

Sobre este particular debemos señalar que el 
Gobierno de Andalucía aprobó el 19 de junio de 
2020 un conjunto de medidas para la transición a 
la normalidad que entraron en vigor tras finalizar 
el estado de alarma decretado por el Gobierno de 
España ante la pandemia provocada por el COVID-
19.

Entre dichas medidas se incluían aquellas 
orientadas a la reapertura de los parques 
infantiles, para lo cual se determinaba la necesidad 
de garantizar cuatro metros cuadrados como 
mínimo de espacio personal. Asimismo, se exigía 
la limpieza y desinfección diaria del mobiliario y 

áreas de contacto, siendo así que en la mayoría de los municipios de Andalucía 
se llevaron a cabo las actuaciones necesarias para el cumplimiento de tales 
exigencias, lo cual posibilitó la reapertura de los parques infantiles de su 
término municipal.

Sea como fuere, la evolución de los datos epidemiológicos motivó que el 
Gobierno de España decretase un nuevo estado de alarma (Real Decreto 
926/2020, de 25 de octubre) que motivó a su vez que la Consejería de 
Salud y Familias aprobase la Orden de 29 de octubre de 2020, por la que 
se establecían los niveles de alerta sanitaria y se adoptaban medidas 
temporales y excepcionales por razón de salud pública en Andalucía, para la 
contención de la COVID-19.

En este reglamento autonómico se establecían cuatro niveles de alerta 
sanitaria en los que podía situarse un territorio tras la evaluación de riesgo, 
correspondiendo el primer nivel a una situación de absoluta normalidad. 
En la Orden se detallaban las medidas asociadas a los tres niveles de alerta 
sanitaria restantes, esto es nivel 2, nivel 3 y nivel 4, precisando que desde 

Las medidas 
para el control 
de la pandemia 
por COVID-19 
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limitaciones 
en el disfrute 
de los parques 
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el 30 de octubre de 2020 toda la Comunidad Autónoma se encontraba en el 
nivel de alerta sanitaria 4.

Estos niveles de alerta sanitaria tenían prevista una duración de 14 días 
naturales, acompañados de un seguimiento continuo de la situación 
epidemiológica por parte de los Comités Territoriales de Alerta Sanitaria de 
Salud Pública de Alto Impacto, que tendría que informar sobre la necesidad 
de prórroga, ampliación o reducción de las mismas, a efectos de evaluar el 
riesgo sanitario y la proporcionalidad de las medidas.

En lo que respecta a parques infantiles el artículo 45 de la Orden a la que 
venimos aludiendo establecía lo siguiente:

«Artículo 45. Parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de 
acceso público al aire libre.

1. En los parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de acceso 
público al aire libre, se aplicarán en el nivel de alerta 2 las siguientes 
medidas: Estarán abiertos con aforo máximo estimado de una persona 
por cada cuatro metros cuadrados de espacio computable de superficie 
del recinto. Las actividades de animación, deportivas o grupales deberán 
diseñarse y planificarse con un aforo máximo de 15 personas.

2. En los parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de acceso 
público al aire libre, se aplicarán en el nivel de alerta 3 las siguientes 
medidas: Estarán abiertos con aforo máximo estimado de una persona 
por cada cuatro metros cuadrados de espacio computable de superficie 
del recinto. Las actividades de animación, deportivas o grupales deberán 
diseñarse y planificarse con un aforo máximo de 10 personas. Limpieza y 
desinfección diarias de equipamientos.

3. En los parques, jardines, parques infantiles y áreas recreativas de acceso 
público al aire libre, se aplicarán en el nivel de alerta 4 las siguientes 
medidas: Estarán abiertos con aforo máximo estimado de una persona 
por cada cuatro metros cuadrados de espacio computable de superficie 
del recinto. Las actividades de animación, o grupales aeróbicas deberán 
diseñarse y planificarse con un aforo máximo de 6 personas. Limpieza 
y desinfección diarias de equipamientos. Las instalaciones infantiles 
permanecerán precintadas o cerradas».

Hemos de remarcar que estas medidas excepcionales implicaban una 
restricción de derechos justificada por la necesidad de proteger la salud de la 
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población ante el riesgo cierto que suponía el contagio masivo del virus, que 
a su vez produciría una saturación del sistema sanitario y la imposibilidad de 
prestar asistencia sanitaria adecuada al conjunto de la población.

El cumplimiento de estas medidas requerían de la comprensión y colaboración 
del conjunto de la población, siendo así que en lo relativo a menores de 
edad fue en el entorno familiar en el que las personas menores recibieron 
atención de sus necesidades, también las de socialización, ocio y juego, 
aunque, lamentablemente, la limitación de uso de instalaciones públicas de 
ocio y juego, específicamente destinadas a menores de edad, trajo consigo 
una importante merma en las opciones de que disponían para satisfacer 
estas necesidades.

Sea como fuere, la evolución de la pandemia en el respectivo territorio hizo 
posible que en la localidad en que estuviese enclavado el concreto parque 
infantil se pudieran reducir el conjunto de medidas preventivas y proceder 
a la reapertura de sus parques infantiles, por lo que nuestra intervención 
en este asunto se centró en analizar las quejas relativas a las medidas 
adoptadas por la respectiva administración local para la reapertura de los 
parques infantiles conforme a las exigencias de la autoridades sanitarias.

Así, a título de ejemplo, en la queja 20/6253 esta Institución decidió iniciar 
un expediente de queja tras dirigirse a nosotros una persona residente en 
la localidad de Torrenueva lamentándose de que tras finalizar el anterior 
estado de alarma no se hubieran vuelto a abrir los parques infantiles de su 
localidad, para lo cual solo se requeriría que cumpliesen con los requisitos 
establecidos en la reglamentación aprobada por la Junta de Andalucía.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos la emisión de un informe al 
respecto a esa administración local, respondiéndonos que el equipo de 
gobierno municipal tomó la decisión de que permaneciesen cerrados los 
parques infantiles existentes en la localidad atendiendo a las limitaciones y 
prevenciones establecidas en la antes citada Orden de 19 de junio de 2020.

A tales efectos comunicamos al Ayuntamiento que siendo conscientes las 
autoridades sanitarias de la necesidad vital de niños y niñas de disponer 
de espacios públicos de ocio y esparcimiento, donde socializarse con sus 
iguales y jugar, las medidas preventivas de salud pública establecidas en la 
reglamentación lejos de imponer una clausura generalizada de los parques 
infantiles modulan las limitaciones de acceso y medidas higiénicas en función 
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de la evolución epidemiológica del concreto territorio en que se inserta el 
municipio donde se ubique el parque infantil.

Por todo lo expuesto, con la finalidad de corroborar la evolución 
epidemiológica de dicha localidad accedimos a la utilidad web establecida 
por la Junta de Andalucía (www.mapacovid.es) pudiendo constatar como a 
fecha 18 marzo 2021 la localidad de Torrenueva Costa se encontraba en un 
nivel de alerta 2, circunstancia que en aplicación de la antes aludida Orden 
de 29 de octubre de 2020 le permitiría abrir al público sus parques infantiles 
con un aforo máximo de una persona por cada cuatro metros cuadrados de 
espacio computable de superficie del recinto, debiendo efectuarse tareas 
diarias de limpieza y desinfección de los equipamientos; y para el supuesto 
de que en el parque infantil se desarrollasen actividades de animación, 
deportivas o grupales, estas deberían diseñarse y planificarse con un aforo 
máximo de 15 personas.

Desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de la Infancia y 
Adolescencia valoramos que estas medidas preventivas de salud pública 
no supondrían un excesivo quebranto para el municipio, ni requerirían 
implementar complicadas medidas organizativas; mas al contrario, 
estimamos que los beneficios que traería consigo la apertura de los parques 
infantiles para el conjunto de la población, específicamente para la menor de 
edad, merecerían un esfuerzo por parte la administración local para ejecutar 
las medidas necesarias conducentes a la apertura al público del recinto 
lúdico, cumpliendo así con las garantías establecidas por las autoridades 
sanitarias.

Así pues, conforme a los hechos expuestos, formulamos a esa entidad local 
una Recomendación para que una vez cumplidas las exigencias establecidas 
en el artículo 45 Orden de la Consejería de Salud y Familias, de 29 de octubre 
de 2020, se procediera a la reapertura al público de los parques infantiles de 
la localidad de Torrenueva Costa.

Dicha Recomendación fue aceptada, estando abiertos los parques infantiles 
de dicha localidad desde junio de 2021.

3.1.2.10.2 Otras actividades de ocio

Las personas jóvenes suelen reunirse y pasar ratos de ocio en lugares 
de acceso público, especialmente en parques u otros espacios similares, 

http://www.mapacovid.es/
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resultando frecuente que cuando las concentraciones de jóvenes son 
muy numerosas se provoquen molestias a la vecindad, las cuales en 
ocasiones dan lugar a quejas ante esta Institución.

En relación con esta problemática tramitamos las 
quejas 20/6582 y 20/6595 en la que los familiares 
de unos jóvenes se mostraban disconformes con 
las propuestas de sanción que el Ayuntamiento de 
San Juan de Aznalfarache les había comunicado. 
Ambas familias nos decían que los hechos por los 
que se les acusaba se circunscribían al consumo 
de bebidas en la vía pública, recogidos en la Ley 
7/2006, de 24 de octubre, sobre potestades 
administrativas en materia de determinadas 
actividades de ocio en los espacios abiertos de 
los municipios de Andalucía. Y a este respecto 

negaban que los hechos fuesen ciertos, consideraban que la conducta 
de sus respectivos hijos no merecía reproche alguno y se lamentaban de 
irregularidades de procedimiento cometidas por la corporación local al dar 
trámite al respectivo expediente administrativo sancionador.

En este caso, el informe emitido por la administración local argumentaba 
sucintamente lo siguiente:

- El procedimiento sancionador se inició a raíz de la denuncia que 
cumplimentaron agentes de la Policía Local que intervinieron tras detectar 
una concentración de personas consumiendo bebidas alcohólicas y 
alterando la normal convivencia y descanso de las personas residentes en 
las inmediaciones de la zona en la que ocurrieron los hechos, tratándose 
de un parque de acceso público pero que en esos momentos estaba 
cerrado, fuera del horario permitido.

En el citado expediente sancionador se efectuó una propuesta de sanción 
de 300 euros -la máxima establecida para infracciones leves en la Ley 
7/2006- porque se tuvo en cuenta la circunstancia agravante de ocurrir 
los hechos en plena pandemia por COVID-19; suceder en un parque 
cerrado, fuera del horario permitido; y porque ocurrieron disturbios 
al arrojar algunas personas piedras al guarda que pretendía cerrar la 
cancela del parque.

Es necesario 
compatibilizar 
el ocio de los 
jóvenes en las 
vías públicas 
con el derecho al 
descanso de la 
vecindad
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- En la comunicación del inicio del expediente sancionador se informó a la 
persona acusada del derecho a reconocerse culpable de la infracción, lo 
cual implicaría un descuento del 25% sobre el montante de la sanción, y 
también del derecho a realizar el pago de la sanción de forma anticipada, 
con otro descuento del 25%, acumulativo al anterior. También se dio un 
plazo de 15 días para presentar alegaciones.

- Las alegaciones aportadas no desvirtuaron lo manifestado por los 
agentes en su boletín de denuncia por lo que resultaba procede imponer 
la mencionada sanción.

Una vez analizado el caso comunicamos a 
las familias afectadas que desde el punto de 
vista formal el procedimiento administrativo 
sancionador fue tramitado de forma correcta, de 
tal modo que la propuesta de sanción resultaba 
congruente con la conducta denunciada, tal 
como venía recogida en el atestado de la policía 
municipal, siendo así que lo manifestado por los 
agentes de policía en su denuncia tiene presunción 
de veracidad. Y a este respecto señalamos que de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 77.5 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, los documentos formalizados por los 
funcionarios a los que se reconoce la condición 
de autoridad y en los que, observándose los 
requisitos legales correspondientes se recojan los 
hechos constatados por aquéllos harán prueba de 
estos salvo que se acredite lo contrario.

Y en cuanto a su discrepancia con los medios probatorios que constaban en 
el expediente y que habían motivado la propuesta y posterior sanción, que 
se resumían en las testificales recabadas por los agentes en el momento 
de ocurrir los hechos y en las declaraciones de las personas identificadas 
como autoras de los mismos, es cierto que podría debatirse si efectivamente 
llegaban a desvirtuar la presunción de inocencia, pero esta discrepancia, 
totalmente legítima, habría de ser resuelta, en su caso, por las vías previstas 
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en derecho, esto es, planteando los recursos administrativos o judiciales que 
fueran posibles contra la resolución sancionadora.

Otra de las cuestiones que abordamos durante el año estuvo relacionada 
con la participación de menores en festejos o actividades relacionadas 
con la tauromaquia. Así en la queja 20/6399 el interesado relataba cómo 
en ejercicio del derecho de petición reconocido en la Constitución había 
presentado una solicitud para que las ordenanzas municipales de Lora del 
Río incluyeran restricciones a la participación de menores en espectáculos 
taurinos, en congruencia con las conclusiones del Comité de los Derechos 
del Niño de Naciones Unidas, sin que hubiera tenido ninguna respuesta, a 
pesar de haber reiterado dicha petición en distintas ocasiones.

En su escrito de queja el interesado aludía al deber legal de respuesta a su 
petición por parte del Ayuntamiento y por ello solicitaba la intervención de 
esta Defensoría.

Por ello, instamos a dicho Ayuntamiento para que resolviera sin añadir mayor 
dilación la solicitud presentada por el interesado y cuya tramitación excedía 
el plazo de respuesta previsto en la normativa (derecho fundamental de 
petición consagrado en el artículo 29 de la Constitución Española y regulado 
en la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, que establece plazos de 
respuesta en sus artículos 9 a 11).

También en la queja 21/3046 la persona interesada mostraba su 
disconformidad con la reglamentación sobre escuelas taurinas, en cuya 
modificación venía trabajando la Consejería de Presidencia, Administración 
Pública e Interior.

Manifestaba el interesado que dicha reglamentación vulnera las resoluciones 
del Comité de los Derechos del Niño en materia de tauromaquia, en aplicación 
de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño.

Al analizar la queja hubimos de remarcar que la controversia que se sometía 
a nuestra consideración nos era trasladada desde la perspectiva de la 
protección de menor y no desde la relativa a la defensa del medio ambiente 
animal. Es por ello que nos centramos en la reciente legislación nacional 
sobre protección de los derechos de los menores (Ley 26/2015, de 28 de julio, 
de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia; 
y Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, también de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la adolescencia) en las que no se establece 
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ninguna prohibición expresa de acceso o participación de menores a festejos 
taurinos, tratándose de una cuestión de hondo calado en nuestro país, dada 
la asentada tradición cultural relativa a la tauromaquia, muy enraizada en la 
población con una elevada participación popular.

También remarcamos que los espectáculos taurinos en Andalucía se rigen 
por normativa estatal, constituida por la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre 
Potestades Administrativas en materia de espectáculos taurinos, desarrollada 
por el Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero, que aprueba el Reglamento 
de Espectáculos Taurinos, todo ello sin perjuicio de las competencias que 
corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de 
espectáculos públicos, siendo así que en esta normativa no se establece 
ninguna limitación por edad, solo una referencia a la necesaria autorización 
paterna para participar en las actividades de las escuelas taurinas.

La Ley estatal se dictó al amparo de las 
competencias exclusivas del Estado recogidas en la 
Constitución en materia de orden público (artículo 
149.1.29.ª de la Constitución) y para el fomento 
de la cultura (149.2 de la Constitución). Por su 
parte, la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
en ejercicio de sus competencias exclusivas en 
materia de espectáculos públicos, aprobó la Ley 
13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía.

En desarrollo de esta Ley, y por tratarse de un 
espectáculo público, el Gobierno de Andalucía 
aprobó el Decreto 68/2006, de 21 de marzo, que 
establece el Reglamento Taurino de Andalucía, que en su artículo 9 prohíbe 
la participación (que no la mera asistencia como espectador) de menores de 
16 años en la suelta de reses en plazas anexas a restaurantes o similares. 
Con anterioridad ya aprobó el Decreto 112/2001, de 8 de mayo, sobre 
escuelas taurinas, en el que se establece que los alumnos deben tener como 
mínimo 12 años cumplidos.

Así pues, resaltamos como la Comunidad Autónoma de Andalucía ha 
venido a regular de forma más limitada que en el resto del Estado 
la asistencia y participación de menores a espectáculos taurinos, 
debiendo remarcarse también que en el procedimiento de elaboración 
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del Reglamento Taurino de Andalucía se cumplió con lo establecido en la 
moción 7-04/M-000009, aprobada por el Parlamento de Andalucía en 
noviembre de 2004, relativa a política en materia de espectáculos públicos 
y legislación taurina, en cuya virtud se abrió por parte de la Administración 
de la Junta de Andalucía un amplio proceso de recepción de propuestas, 
ideas y sugerencias de asociaciones y entidades representativas de distintos 
sectores profesionales, empresariales y también de la afición taurina de cara 
a la elaboración del citado reglamento.

Sea como fuere, lo expuesto hasta ahora no ha de ser obstáculo para que, 
desde nuestra obligada perspectiva de Defensoría de la Infancia y Adolescencia 
resaltemos la importancia de la labor del Comité de los Derechos del Niño 
como órgano supervisor de la aplicación de la Convención sobre los Derechos 
del Niño por sus Estados Partes. Aunque en principio las observaciones y 
recomendaciones emitidas por el Comité no son expresamente vinculantes, 
sí tienen un importante valor para orientar la interpretación que se haya de 
dar a los preceptos de la Convención, ejerciendo de impulso a las políticas 
públicas de los Estados Partes para que actúen en congruencia con tales 
postulados.

Ahora bien, tampoco podemos dejar de lado que el cumplimiento de las 
observaciones del Comité en esta materia no solo vinculan a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía sino a todo el Estado, y que la legislación nacional no 
establece ninguna limitación por razón de edad, ni en la legislación sectorial 
sobre espectáculos públicos ni en la legislación sobre protección de menores, 
siendo así que actualmente existe en Andalucía normativa reglamentaria 
que garantiza, aunque de forma parcial y limitada la protección del menor, 
sin llegar a una prohibición absoluta.

Por tanto, consideramos razonable el criterio que sobre esta cuestión 
viene aplicando el Gobierno autonómico que considera, por un criterio 
de oportunidad, que en estos momentos no resulta aconsejable 
acometer para el ámbito territorial andaluz modificaciones 
normativas extremas, ello sin cerrar la posibilidad de que conforme 
fuese evolucionando la sensibilidad social se pudiese contemplar 
prohibiciones en congruencia con las observaciones realizadas 
por el Comité de los Derechos del Niño en materia de espectáculos 
taurinos. Dicho lo cual, estaremos atentos a la evolución de la regulación 
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de esta materia, en beneficio siempre del interés superior del menor, como 
corresponde al deber de protección de esta Institución.

3.1.2.11 Derecho al Deporte

En el ámbito de las competiciones deportivas las concretas quejas que 
hemos tramitado han afectado habitualmente a temas relativos a su 
regulación y organización, aludiendo también a cuestiones relacionadas con 
infraestructuras e instalaciones deportivas. Pero hemos de destacar que 
tanto las quejas presentadas en 2021 como las quejas recibidas en el año 
anterior han tenido una continua referencia a las medidas de lucha 
contra la pandemia por coronavirus, las cuales han afectado a muchas 
actividades, ya sea de ocio deportivo o de competición. Señalamos 
como meros ejemplos las quejas 20/8414, 20/8158, 20/8192, 21/0122, 
21/0454, 21/0643, 21/0948, 21/5875 y 21/3157.

Dichas quejas han venido a reproducir el malestar 
por casos de interrupción de campeonatos, 
restricciones de acceso a instalaciones deportivas, 
exigencias de control en actividades para menores, 
etc. Así hemos recibido quejas de responsables 
federativos, alcaldes, padres y madres de menores 
deportistas, incluso de menores disgustados por 
no poder practicar su deporte favorito. Y todas, 
en común, expresaban su disconformidad con la 
pretendida eficacia e idoneidad para el control de 
la pandemia de la medida que limitaba la actividad deportiva.

Como valoración general en las respuestas ante estas reclamaciones, 
aunque procurando atender a sus particularidades, no hemos podido deducir 
una actuación administrativa irregular. Las disposiciones aplicables -en un 
rosario ciertamente prolijo y complejo de requisitos, condiciones y medidas- 
respondían a criterios definidos por los servicios técnicos especializados en 
salud pública. Y, al igual que en otros escenarios, no cumplía a esta Institución 
emitir un pronunciamiento propio y técnico sobre la definición práctica de 
unas medidas cuyo origen deviene de las autoridades sanitarias y sobre cuya 
oportunidad o idoneidad no corresponde al Defensor del Pueblo Andaluz 
modificarlas con un juicio crítico particular. Aun respetando las opiniones 
que en cada caso merezcan el repertorio de disposiciones que se adoptan 
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